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PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL JUZGADOR NO PUEDE ANALIZAR
DE OFICIO LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA DERIVADA DE
UN TÍTULO DE CRÉDITO.- El juicio ejecutivo mercantil es un proceso que pertenece al
derecho privado, que se rige por el principio dispositivo, por lo que es de litis cerrada y, por
regla general, se limita la intervención oficiosa del juzgador a cuestiones estrictamente
relacionadas con la procedencia de la acción o con el control difuso de constitucionalidad.
En esta tesitura, atento a la distinción funcional que existe en el derecho procesal civil entre
las excepciones propias -que se componen de hechos que, por sí mismos, no excluyen la
acción, responden al principio de justicia rogada y son planteados y probados por el
demandado- y las impropias -que se integran por hechos que por sí solos excluyen la acción
y una vez que constan probados en autos el juez debe estimarlos de oficio, aunque el
demandado no lo haya invocado-; resulta que la prescripción de la acción cambiaria es una
excepción "propia" que debe hacerse valer por el deudor cambiario para que sea
considerada por el juzgador quien no puede analizarla de oficio, dado que el transcurso del
tiempo, por sí solo, no excluye la acción por prescripción, sobre la base de que para
determinar la prescripción negativa de la acción es necesario, además, el examen de
diversos hechos relacionados con la inactividad del acreedor cambiario respecto de los
distintos suscriptores obligados demandados. En complemento de lo anterior, el diseño
legislativo del juicio ejecutivo mercantil dota al acreedor-actor de una presunción juris
tantum (salvo prueba en contrario), respecto de la procedencia de su pretensión, arrojando a
los demandados la carga procesal de desvirtuar y probar la improcedencia o ineficacia de la
que se le reclama a cada uno con base en el título de crédito, por lo que en la demanda del
juicio ejecutivo mercantil el accionante no tiene la carga de justificar de manera adicional o
complementaria a la exhibición del título, la existencia o la vigencia (calidad de no
prescrito) del derecho literalmente consignado en el documento cambiario, pues la ley sólo
exige la presentación de la demanda y la exhibición del título en que se funda.”

Contradicción de tesis 113/2015. Suscitada entre el Tercer Tribunal Colegiado en Materia
Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto
Circuito. 28 de octubre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.

Tesis y/o criterios contendientes:
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El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver los juicios
de amparo directo 324/2013, 399/2013, 313/2013, 560/2013 y 59/2014, que dieron origen a
la tesis de jurisprudencia VI.2o.C. J/14 (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO EJECUTIVO
MERCANTIL. LA PRESCRIPCIÓN NO ES UNA CAUSA PARA DECLARAR
IMPROCEDENTE LA VÍA, SI NO FUE OPUESTA COMO EXCEPCIÓN POR EL
INTERESADO, POR LO QUE NO PUEDE SER ANALIZADA DE OFICIO POR EL
JUZGADOR EN EL AUTO DE INICIO DEL PROCESO.", publicada en el Semanario
Judicial de la Federación del viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y en la Gaceta
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo III, mayo de 2014,
página 1654.

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de
amparo directo 67/2015, determinó que el juzgador puede analizar de oficio si un título de
crédito se encuentra prescrito o no para reclamar la acción cambiaria directa, sin que sea
necesario que para su estudio se haya opuesto como excepción.

Tesis de jurisprudencia 5/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de
julio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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“CHEQUE. REQUISITOS PARA TENERLO POR PROTESTADO.- La Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito, dispone en los párrafos tercero y cuarto del artículo
190, que si el cheque se presenta en cámara de compensación y el librado rehúsa total o
parcialmente su pago, la cámara certificará en el cheque dicha circunstancia y que el
documento fue presentado en tiempo. Esa anotación hará las veces del protesto; además,
dispone que la anotación que el librado ponga en el propio cheque de que fue presentado en
tiempo y no pagado total o parcialmente, surtirá los mismos efectos del protesto. Por ende,
una correcta interpretación de los citados párrafos conduce a estimar que para satisfacer los
requisitos del protesto en un cheque, es suficiente que en el referido título de crédito, o en
hoja anexa a éste, aparezca el sello impreso o la anotación que estipule que el cheque fue
presentado en tiempo y no pagado total o parcialmente por el banco librado o por la cámara
de compensación, sin que se imponga alguna otra formalidad específica, como la prevista
en el artículo 148 de la referida ley.”

Contradicción de tesis 360/2014. Suscitada entre el Tribunal Colegiado en Materias Civil y
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto
Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 20 de
enero de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos respecto a la
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al
fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés
Araujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al
resolver el amparo directo 358/2014, sostuvo que para acreditar la presentación en tiempo
de un cheque con efectos de protesto, basta que conste en el propio cheque o en hoja
adherida a él, el sello impreso conforme al cual se haga constar la presentación en tiempo y
la subsecuente causa de devolución de ese título crediticio, que permitan comprobar que fue
presentado para su cobro dentro del plazo señalado legalmente para ello, sin que se requiera
de alguna otra formalidad específica.

El Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el recurso de revisión 144/1995, dio origen a la
tesis VI.2o.12 C, de rubro: "PROTESTO. REQUISITOS DEL.", visible en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo I, junio de 1995, página 506,
registro digital: 205056.
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Tesis de jurisprudencia 14/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 20 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SI QUIEN LA PROMUEVE SE OSTENTA
COMO AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1069 DEL CÓDIGO DE
COMERCIO, EL JUZGADOR DEBE PREVENIRLO PARA QUE ACREDITE EL
CARÁCTER DE REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO DE LA PARTE
QUEJOSA.- Los artículos 175, 179 y 180 de la Ley de Amparo, deben interpretarse en las
coordenadas del principio pro persona y el derecho de acceso a la justicia, en coherencia
con los principios de certidumbre jurídica y economía procesal, en el sentido de que la
personería del promovente constituye un presupuesto procesal de análisis oficioso. Desde
esta perspectiva, debe estimarse que si en la demanda de amparo directo el promovente se
ostenta como autorizado de la parte quejosa en términos del artículo 1069 del Código de
Comercio -conforme al cual carece de facultades para promover dicha demanda- y omite
exhibir documento alguno que lo acredite como su representante legal o apoderado, el
juzgador deberá prevenirlo para que subsane esa irregularidad y acredite con documento
fehaciente el carácter de representante legal o apoderado del quejoso, con el apercibimiento
que de no hacerlo se tendrá por no presentada la demanda de amparo directo, pues este
modo de actuar permite salvaguardar de manera más eficiente e integral los derechos de
acceso a la justicia y tutela judicial efectiva, previstos en el artículo 17 constitucional y el
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en los
principios de impartición de justicia pronta, expedita y acceso efectivo a la jurisdicción,
pues no se inhibe por un error en la acreditación de la personería de la parte quejosa el
examen de constitucionalidad del asunto sometido a su jurisdicción. No obstante, al
desahogar la prevención deberá probarse que al momento de presentar la demanda de
amparo el autorizado en términos del artículo 1069, párrafo tercero, del Código de
Comercio, era apoderado o representante legal de la parte quejosa cuando promovió el
juicio de amparo y no sólo autorizado en términos del artículo citado del Código de
Comercio.”

Contradicción de tesis 124/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer
Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, el Tribunal
Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil
del Primer Circuito y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer
Circuito. 13 de enero de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro
votos por la competencia de la Sala y por lo que se indica en el primer punto resolutivo de
la sentencia -parcialmente-. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho
para formular voto particular. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.

Tesis y/o criterios contendientes:
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El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo
en revisión 24/2013, con la tesis aislada I.2o.C.16 C (10a.), de título y subtítulo:
"DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SI EL PROMOVENTE SE OSTENTA
AUTORIZADO DEL QUEJOSO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1069 DEL CÓDIGO
DE COMERCIO, CONFORME AL CUAL CARECE DE FACULTADES PARA
PROMOVERLA Y OMITIÓ EXHIBIR DOCUMENTO QUE LO ACREDITE COMO SU
REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO, LA PRESIDENCIA DEL TRIBUNAL
COLEGIADO DE CIRCUITO RESPECTIVO DEBE PREVENIRLO PARA QUE LA
SUBSANE, EN LUGAR DE DESECHARLA.", publicada en el Semanario Judicial de la
Federación del viernes 25 de abril de 2014 a las 9:32 horas y en la Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, página 1476,
registro digital: 2006288.

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el recurso
de reclamación 22/2014, con la tesis aislada III.2o.C.26 C (10a.), de título y subtítulo:
"PERSONERÍA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SI QUIEN PROMUEVE LA
DEMANDA A NOMBRE DEL QUEJOSO LO HACE COMO AUTORIZADO EN
TÉRMINOS DEL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 1079 DEL CÓDIGO DE
COMERCIO, LA PRESIDENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO
DEBE PREVENIRLO PARA QUE LA SUBSANE Y NO DESECHARLA.", publicada en
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de julio de 2015 a las 10:15 horas y
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 20, Tomo II,
julio de 2015, página 1743, registro digital: 2009638.

El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el recurso de reclamación
2/2014; el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver el recurso de
reclamación 52/2014; el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver
el recurso de reclamación 5/2015 y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 10/2014, sostuvieron que la falta de
legitimación de quien promueve amparo directo como autorizado en términos de lo dispuesto en el
artículo 1069 del Código de Comercio, no da lugar a prevenirlo en términos de lo dispuesto en el
numeral 180 de la Ley de Amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013, a efecto de que subsane
esa irregularidad y exhiba el documento con el que acredite su personería como representante legal
o apoderado de la parte quejosa, por lo que es correcto desechar por improcedente la demanda de
garantías.

Tesis de jurisprudencia 15/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal en
sesión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2016,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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“LANZAMIENTO EJECUTADO. PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN
SU CONTRA, SIEMPRE QUE SE DEMUESTREN LA APARIENCIA DEL BUEN
DERECHO Y EL PELIGRO EN LA DEMORA, Y NO EXISTA IMPEDIMENTO
JURÍDICO O MATERIAL.- De la interpretación sistemática y funcional del artículo 107,
fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los
numerales 126 a 129, 138 a 140, 143 y 147 a 151 de la Ley de Amparo, se colige que puede
concederse la suspensión contra una orden de lanzamiento ya ejecutada para efectos de
restablecer al quejoso en la posesión del bien inmueble, siempre que se demuestren la
apariencia del buen derecho y el peligro en la demora, y no exista impedimento jurídico o
material; por lo cual, no basta con haberse ejecutado el lanzamiento para negar la medida
suspensional. Lo anterior, sobre la base de que en la regulación referida se admite
abiertamente el carácter de medida cautelar de la suspensión, que participa de los efectos
prácticos de la resolución definitiva del juicio de amparo y, por tanto, no se limita sólo a las
medidas de conservación, sino también a las de restablecer al quejoso en el goce del
derecho afectado con el acto reclamado, para mantener viva la materia del amparo e
impedir los perjuicios que éste pueda resentir por la duración del proceso, constituyendo así
un verdadero amparo provisional con el que se anticipa la tutela constitucional sobre la base
del aparente derecho advertido en un estudio minucioso y preliminar del asunto, a reserva
de que, en la sentencia definitiva, se consolide esa situación si se constata la existencia del
derecho aparente o, de lo contrario, se permita la continuación de los efectos del acto
reclamado. Análisis que puede llevar a resultados distintos al resolver sobre la suspensión
provisional o la definitiva, debido a la diferencia en los elementos probatorios que tiene a la
vista el juez; o de si el quejoso es parte vencida en juicio contra la cual se decretó el
lanzamiento o si es persona extraña a juicio, entre otros aspectos; todo lo cual, en su caso,
debe valorarse al analizar las particularidades de cada asunto para verificar si se prueba la
apariencia del buen derecho y el peligro en la demora que, a fin de cuentas, es lo que debe
determinar si se concede o niega la suspensión del acto reclamado.”

Contradicción de tesis 255/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado
en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Cuarto Circuito. 3 de febrero de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: José
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el recurso de
queja 102/2015/3, determinó que si bien el artículo 147 de la Ley de Amparo establece que
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atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, al otorgar la suspensión se ordenará que las
cosas se mantengan en el estado que guarden y de ser jurídica y materialmente posible, se
restablecerá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta
sentencia ejecutoria en el juicio de amparo.

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el recurso
de revisión contra el incidente de suspensión 565/2011, con la tesis III.2o.C.7 C (10a.), de
rubro: "LANZAMIENTO EJECUTADO. AUN CUANDO SE TRATE DE UN ACTO
CONSUMADO, PROCEDE EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN, SIEMPRE
QUE SE REALICE UN ANÁLISIS PONDERADO DE LA APARIENCIA DEL BUEN
DERECHO Y DEL INTERÉS SOCIAL, EN ATENCIÓN A LA REFORMA DE LA
FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL QUE ENTRÓ
EN VIGOR EL CUATRO DE OCTUBRE DE DOS MIL ONCE.", publicada en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 2,
febrero de 2013, página 1379, registro digital: 2002824.

Tesis de jurisprudencia 21/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil dieciséis.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 267/2016,
pendiente de resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 13 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. DISTINCIÓN ENTRE
ACCIÓN Y VÍA.- Del derecho a la tutela jurisdiccional se desprenden dos instituciones
distintas. En primer término, la acción, que en general puede concebirse como un derecho
subjetivo, público y autónomo, mediante el cual se requiere la necesaria intervención del
Estado para la protección de una pretensión jurídica que deriva de ser titular de un derecho
tutelado por el derecho objetivo. Por otro lado, la vía, es el esquema del ejercicio de la
potestad jurisdiccional, esto es, la forma o el camino a través del cual se desarrolla el
proceso para resolver la pretensión planteada. El mismo derecho a la tutela judicial efectiva
implica que una vez ejercitada la acción, el planteamiento realizado debe desarrollarse a
través de un proceso, en el que se deben respetar ciertas formalidades, que se desarrollan a
través de varias etapas que la ley detalla, a fin de llevar en cada una de ellas diversas
actuaciones procesales que culminan con una sentencia, es decir, en una decisión sobre la
pretensión planteada; proceso al cual se le conoce como vía.”

Amparo directo en revisión 3685/2014. Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de
Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 14 de octubre de 2015. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga
Sánchez Cordero de García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto
concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente:
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“VÍA ORDINARIA Y VÍAS ESPECIALES O PRIVILEGIADAS.- La vía puede
concebirse como el esquema del ejercicio de la potestad jurisdiccional, esto es, la forma o
el camino por el cual se desarrolla el proceso. Ahora bien, la tutela judicial efectiva puede
presentarse por medio de un proceso único previsto para que, a través de éste, los órganos
jurisdiccionales conozcan de todas las pretensiones sin limitación alguna, o el legislador
puede establecer una pluralidad de vías; así, en el procedimiento ordinario, por regla
general, pueden desahogarse pretensiones de cualquier naturaleza. Sin embargo, el
legislador complementó la vía ordinaria con otras vías especiales o privilegiadas que
pueden estimarse más eficientes o adecuadas para cierto tipo de pretensiones. Las vías
privilegiadas son procesos con una tramitación especial frente a los juicios ordinarios,
establecidas para conocer de pretensiones que tienen objetos específicos y determinados, es
decir, son procesos ad hoc a dichas pretensiones, quedando su uso limitado al objeto que
marca la ley; consisten, regularmente, en procedimientos más rápidos y simplificados que
el juicio ordinario, ya sea porque, en ciertos aspectos, estos juicios privilegiados pueden
estar condicionados por normas de carácter sustantivo que exigen normas procesales
propias -como es el caso de la cancelación de títulos de crédito extraviados o robados-, o
porque el legislador pretendía generar una mejor tutela judicial atendiendo a la naturaleza
de ciertas pretensiones -las vías ejecutivas por ejemplo-.”

Amparo directo en revisión 3685/2014. Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de
Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 14 de octubre de 2015. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga
Sánchez Cordero de García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente:
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. PROCEDE ANTE LA FALTA DE
APLICACIÓN DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA, SIEMPRE QUE SE
ADUZCA VIOLACIÓN AL DERECHO A LA IGUALDAD Y SE RECLAME,
PRECISAMENTE, LA EXCLUSIÓN DE LOS BENEFICIOS DEL PRECEPTO.-
Según se desprende del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el recurso de revisión en los juicios de amparo directo procede
excepcionalmente para formular ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación
planteamientos que entrañen pronunciamientos de estricta constitucionalidad. En dicho
rubro se encuadran aquellos que abordan cuestionamientos en torno a la validez de normas
generales por estimarse contrarias a derechos humanos, para lo cual se exige que éstas se
hayan aplicado y que dicha aplicación haya sido perjudicial a los intereses de la parte
recurrente. No obstante, en el caso específico de los planteamientos por violación al
derecho a la igualdad, es posible que éstos consistan en atacar un hipotético trato
preferencial o benéfico, con la consecuente exclusión del supuesto de hecho como el que se
actualiza en el caso de quien impugna. En estos supuestos se controvierte la discriminación
por exclusión tácita de un beneficio, es decir, la falta de cobertura o alcance de un precepto
normativo respecto de situaciones de hecho que se estimen idóneas para alcanzar la misma
protección que otras que sí se encuentran amparadas por el precepto normativo que se
combate. En otras palabras, mediante el juicio de amparo y sus recursos es posible atacar la
validez de una disposición normativa por resultar infraincluyente, es decir, por excluir de su
cobertura ciertas situaciones que guarden una relación de analogía o proporcionalidad
respecto de las que sí estén comprendidas en su contenido. Así, cuando el planteamiento de
constitucionalidad se formule en estos términos, quien lo alegue deberá acreditar
únicamente que se encuentra en la hipótesis de hecho excluida por la norma,
correspondiendo al órgano jurisdiccional la valoración en torno a si el alegado trato
desigual se encuentra justificado o no, dentro de los términos de comparación propuestos
por la parte impugnante. Finalmente, la eventual concesión del amparo tendría como
consecuencia, en lugar de la inaplicación o declaratoria de invalidez del precepto
combatido, la extensión de sus efectos para comprender el supuesto de hecho en el cual se
encuentra la parte promovente.”

Amparo directo en revisión 2094/2015. Guillermo Roa Rodríguez. 20 de enero de 2016.
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz,
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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“DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. SU
CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA TUTELA
JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA EXISTENCIA
DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN.- De la tesis de
jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1a./J.
42/2007, (1) de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN
EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS. SUS ALCANCES.", deriva que el acceso a la tutela jurisdiccional
comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos que lo integran: 1) una previa
al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la jurisdicción; 2) otra judicial, a la que
corresponden las garantías del debido proceso; y, 3) una posterior al juicio, que se identifica
con la eficacia de las resoluciones emitidas con motivo de aquél. En estos términos, el
derecho fundamental de acceso a la jurisdicción debe entenderse como una especie del
diverso de petición, que se actualiza cuando ésta se dirige a las autoridades jurisdiccionales,
motivando su pronunciamiento. Su fundamento se encuentra en el artículo 17 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual corresponde al
Estado mexicano impartir justicia a través de las instituciones y procedimientos previstos
para tal efecto. Así, es perfectamente compatible con el artículo constitucional referido, que
el órgano legislativo establezca condiciones para el acceso a los tribunales y regule distintas
vías y procedimientos, cada uno de los cuales tendrá diferentes requisitos de procedencia
que deberán cumplirse para justificar el accionar del aparato jurisdiccional, dentro de los
cuales pueden establecerse, por ejemplo, aquellos que regulen: i) la admisibilidad de un
escrito; ii) la legitimación activa y pasiva de las partes; iii) la representación; iv) la
oportunidad en la interposición de la acción, excepción o defensa, recurso o incidente; v) la
competencia del órgano ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos documentos
de los cuales depende la existencia de la acción; y, vii) la procedencia de la vía. En
resumen, los requisitos de procedencia, a falta de los cuales se actualiza la improcedencia
de una acción, varían dependiendo de la vía que se ejerza y, en esencia, consisten en los
elementos mínimos necesarios previstos en las leyes adjetivas que deben satisfacerse para
la realización de la jurisdicción, es decir, para que el juzgador se encuentre en aptitud de
conocer la cuestión de fondo planteada en el caso sometido a su potestad y pueda
resolverla, determinando los efectos de dicha resolución. Lo importante en cada caso será
que para poder concluir que existe un verdadero acceso a la jurisdicción o a los tribunales,
es necesario que se verifique la inexistencia de impedimentos jurídicos o fácticos que
resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que resulten discriminatorios.”

Amparo directo en revisión 993/2015. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple,
Grupo Financiero HSBC. 17 de febrero de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta.
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“PRECLUSIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL RECLAMO DE LAS
VIOLACIONES COMETIDAS EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA NO
PRECLUYE SI NO FUERON HECHAS VALER EN UN AMPARO ADHESIVO
PREVIO, POR EL HECHO DE HABER OBTENIDO SENTENCIA FAVORABLE.-
El órgano reformador de la Constitución estableció dos figuras amplias para lograr la
celeridad en la resolución definitiva de los asuntos; i) la obligación a los órganos colegiados
de resolver, en la medida de lo posible, conforme a la lógica y las reglas del procedimiento
la litis planteada; ii) la obligación de las partes de hacer valer el mayor número de
argumentos, a través de los amparos principal y adhesivo que en su caso procedan;
asimismo, para dar coercibilidad a la obligación de las partes, estableció válidamente una
carga procesal, respecto de aquellas violaciones procesales que no se hagan valer, al señalar
que no podrán ser invocados en un amparo posterior, aquellos argumentos que debieron
hacerse valer desde uno anterior. Así, de una interpretación literal y teleológica del artículo
107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
relación con el artículo 182 de la Ley de Amparo, es factible concluir que si la parte
interesada no promueve el amparo adhesivo alegando todas las violaciones procesales que
le afecten o le puedan afectar, no podrá posteriormente acudir a un nuevo juicio de
garantías para alegar dichas violaciones cometidas en su contra, siempre que haya tenido la
oportunidad de hacerlas valer en el primer amparo. En cambio, si en un primer amparo
adhesivo, el adherente que obtuvo sentencia favorable no hace valer todas las violaciones
de fondo en el dictado de la sentencia, ello no tiene como consecuencia que precluya su
derecho para alegarlas en un nuevo amparo en contra de la sentencia dictada en
cumplimiento que resulte contraria a sus intereses, ya que la norma constitucional
únicamente establece que la figura de la preclusión operará respecto de violaciones
procesales que no se hayan alegado en su oportunidad.”

Amparo directo en revisión 337/2015. Israel Heriberto Castillo Cázares. 26 de agosto de
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario Pardo
Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SI AL ANALIZAR SU PROCEDENCIA SE
ADVIERTE QUE CON LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO NO SE FIJARÁ UN
CRITERIO DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA, DEBE DESECHARSE
AUNQUE SE ACTUALICE HIPOTÉTICAMENTE UNA CUESTIÓN
CONSTITUCIONAL.- De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, así como del Acuerdo General Número 9/2015 del Pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación deriva que, por regla general, las sentencias que
dicten los tribunales colegiados de circuito en juicios de amparo directo son inatacables. Sin
embargo, por excepción, dichas sentencias serán susceptibles de impugnarse mediante el
recurso de revisión si el tribunal colegiado de circuito se pronunció u omitió hacerlo sobre
temas propiamente de constitucionalidad y con su resolución pueda fijarse un criterio de
importancia y trascendencia. Ahora bien, la constatación de las referidas notas de
importancia y trascendencia se realiza dentro de un ejercicio sustantivo de valoración, a
través del cual este alto tribunal plasma su política judicial con la finalidad de lograr la
supremacía de dicha norma en la vida jurídica del país, reservándose para la resolución de
los casos más relevantes para el orden jurídico nacional. Así, esta Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que, al revisar la procedencia del recurso de
revisión, debe considerarse que el énfasis del análisis se ubica en la constatación de la
importancia y trascendencia del planteamiento del caso; por tanto, aunque la existencia de
una cuestión constitucional es relevante, siendo ésta una operación técnica en comparación
con aquélla, al requerir de la revisión de los conceptos de violación de la demanda original
y de la sentencia del tribunal colegiado de circuito desde un punto de vista descriptivo para
constatar la naturaleza de los planteamientos evaluados (de legalidad o de
constitucionalidad), no debe olvidarse que es un requisito técnico cuyo control debe
obviarse si esta Sala verifica que, a pesar de actualizarse hipotéticamente una cuestión
constitucional, resultaría carente de importancia y trascendencia, lo que en muchas
ocasiones puede detectarse desde luego con la sola apreciación de los temas del caso. Otras
veces, por la complejidad y variedad de temas incluidos en un recurso de revisión, la Sala
deberá verificar, primeramente, la existencia de la cuestión constitucional, como ejercicio
de identificación previo a evaluar su potencial para la fijación de un criterio de importancia
y trascendencia. La centralidad que juegan las notas de importancia y trascendencia en un
ejercicio de valoración y apreciación de esta Sala, frente a la constatación técnica de la
existencia de una cuestión constitucional -en oposición a la mera existencia de una cuestión
de legalidad-, se fundamenta en la determinación del Constituyente de reservar la decisión
de la admisión del recurso a un ámbito de política judicial de este Tribunal Constitucional.”

Amparo directo en revisión 5833/2014. Fernando Rión Autrique y otros. 28 de octubre de
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez
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Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Secretario: David García Sarubbi.

Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil quince, del Pleno
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la
procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo citado, aparece
publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19,
Tomo III, junio de 2015, página 2483.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LA OBLIGACIÓN
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE
AMPARO, SE ACTUALIZA INCLUSO CUANDO LA CAUSAL RELATIVA
DERIVA DE UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA
DE LA NACIÓN.- La obligación de los órganos jurisdiccionales de amparo de dar vista al
quejoso cuando adviertan oficiosamente la posible actualización de una causal de
improcedencia no alegada por las partes ni analizada por el inferior, debe cumplirse incluso
si ésta deriva de una jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en
atención a que, por un lado, sólo así se le otorga a dicha parte la oportunidad de controvertir
la aplicación del criterio jurisprudencial, lo que resulta acorde con el derecho de audiencia
contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y,
por otro, la aplicación de una jurisprudencia no puede justificar la inobservancia de los
términos y plazos legalmente establecidos.”

Contradicción de tesis 25/2016. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia
Civil del Tercer Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la
Primera Región, con residencia en Cuernavaca, Morelos. 11 de mayo de 2016. Cinco votos de los
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González
Salas. Secretario: Jonathan Bass Herrera.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (I Región)9o.1 K (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA EN EL AMPARO. EL
TRÁMITE PREVISTO POR EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE
LA MATERIA, ES OCIOSO E INÚTIL CUANDO LA CAUSA DERIVA DE LA
JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.",
aprobada por el Noveno Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región,
con residencia en Cuernavaca, Morelos, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del
viernes 6 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo III, febrero de 2015, página 2719, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el
amparo directo 671/2015.

Tesis de jurisprudencia 62/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del veinticinco de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2016,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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“PRINCIPIO GENERAL DE IGUALDAD. SU CONTENIDO Y ALCANCE.- El
principio de igualdad tiene un carácter complejo al subyacer a toda la estructura
constitucional y se encuentra positivizado en múltiples preceptos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, que constituyen sus aplicaciones concretas, tales como
los artículos 1o., primer y último párrafos, 2o., apartado B, 4o., 13, 14, 17, 31, fracción IV,
y 123, apartado A, fracción VII. Esto es, los artículos referidos son normas particulares de
igualdad que imponen obligaciones o deberes específicos a los poderes públicos en relación
con el principio indicado; sin embargo, estos poderes, en particular el legislativo, están
vinculados al principio general de igualdad establecido, entre otros, en el artículo 16
constitucional, en tanto que éste prohíbe actuar con exceso de poder o arbitrariamente.
Ahora bien, este principio, como límite a la actividad del legislador, no postula la paridad
entre todos los individuos, ni implica necesariamente una igualdad material o económica
real, sino que exige razonabilidad en la diferencia de trato, como criterio básico para la
producción normativa. Así, del referido principio derivan dos normas que vinculan
específicamente al legislador ordinario: por un lado, un mandamiento de trato igual en
supuestos de hecho equivalentes, salvo que exista un fundamento objetivo y razonable que
permita darles uno desigual y, por otro, un mandato de tratamiento desigual, que obliga al
legislador a prever diferencias entre supuestos de hecho distintos cuando la propia
Constitución las imponga. De esta forma, para que las diferencias normativas puedan
considerarse apegadas al principio de igualdad es indispensable que exista una justificación
objetiva y razonable, de acuerdo con estándares y juicios de valor generalmente aceptados,
cuya pertinencia debe apreciarse en relación con la finalidad y efectos de la medida
considerada, debiendo concurrir una relación de proporcionalidad entre los medios
empleados y la finalidad perseguida.”

Amparo directo en revisión 4836/2014. Andrés Hiram Huerta Alatorre. 15 de abril de 2015.
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con
reservas José Fernando Franco González Salas y con salvedades Juan N. Silva Meza.
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Miguel Ángel Burguete García.

Amparo directo en revisión 5819/2014. Cía. Gymsa Estudios de Planeación Regional, S.A.
de C.V. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N.
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola Yaber Coronado.

Amparo en revisión 568/2015. Aerovías de México, S.A. de C.V. 23 de septiembre de
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega
Romero.
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Amparo en revisión 757/2015. Emisora de Durango, S.A. 2 de diciembre de 2015. Cuatro
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra consideraciones
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso
de la Vega Romero.

Amparo en revisión 1242/2015. César Cruz Benítez y otros. 11 de mayo de 2016. Cinco
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron
contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González
Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Tesis de jurisprudencia 64/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del uno de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 20 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“INTERÉS LEGÍTIMO. PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN
PROVISIONAL EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE AMPARO,
BASTA QUE EL QUEJOSO LO DEMUESTRE DE MANERA INDICIARIA.- El
precepto citado prevé que cuando el quejoso que solicita la suspensión aduzca un interés
legítimo, el órgano jurisdiccional la concederá cuando aquél acredite el daño inminente e
irreparable a su pretensión en caso de que se niegue y el interés social que justifique su
otorgamiento. Ahora bien, si tratándose de la suspensión provisional de los actos
reclamados ha sido criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el requisito
relativo a que la suspensión sea solicitada por el agraviado, supone la demostración de su
interés aunque sea de forma indiciaria, a fin de establecer con suficiente garantía de acierto
que realmente es titular de un derecho; luego, tratándose de la suspensión provisional de los
actos reclamados cuando el quejoso que la solicita aduce tener un interés legítimo, basta
que de manera indiciaria acredite el daño inminente e irreparable a su pretensión en caso de
que se le niegue, y el interés social que justifique su otorgamiento; en la inteligencia de que
dicha concesión, en ningún caso puede tener por efecto modificar o restringir derechos ni
constituir aquellos que no haya tenido el quejoso antes de presentar la demanda y, además,
que esa demostración implicará la valoración que haga el juzgador, en cada caso concreto,
de los elementos probatorios que hubiere allegado el quejoso y que lo lleven a inferir que
efectivamente la ejecución de los actos reclamados le causará perjuicios de difícil
reparación, derivado de su especial situación frente al orden jurídico, sin dejar de ponderar
para ello la apariencia del buen derecho y del interés social pero, sobre todo, que de
conceder la suspensión no se cause perjuicio al interés social ni se contravengan
disposiciones de orden público.”

Contradicción de tesis 299/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Segundo en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Segundo y Tercero, ambos en
Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 4 de mayo de 2016. Mayoría de tres votos de
los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez
Dayán. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente:
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Criterios contendientes:

Tesis IV.2o.A.35 K (10a.), de título y subtítulo: "INTERÉS LEGÍTIMO PARA EL
OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. EL
QUEJOSO DEBE ACREDITARLO PRESUNTIVAMENTE Y NO EXIGÍRSELE UN
GRADO DE PRUEBA PLENA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y
su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, Tomo 3, agosto de 2013, página 1674, y



22

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto
Circuito, al resolver la queja 156/2015.

Tesis de jurisprudencia 61/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 13 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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PLENOS DE CIRCUITO

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. OPERA AUN ANTE LA OMISIÓN DEL JUEZ
DE EMPLAZAR A LA DEMANDADA, AL NO ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 82, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO DE
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE PUEBLA.- La interpretación
sistemática y teleológica de los párrafos primero y segundo del citado artículo permite
sostener que, aun cuando el emplazamiento al juicio es una actividad exclusiva del órgano
jurisdiccional, y no de la actora, ésta se encuentra obligada a velar por su realización, y a
proporcionar la información que sea necesaria para ello, como puede ser el domicilio
exacto de la parte demandada, en caso de no resultar correcto el proporcionado, o en su
defecto, solicitar el emplazamiento por edictos, o cuidar la devolución de éstos, lo cual
requiere de trámites a su cargo; de ahí que la declaración de la caducidad de la instancia,
antes de que se realice el emplazamiento a la demandada, no es consecuencia de la
inactividad del Juez, sino de la apatía de la actora, al incumplir con la carga y el impulso
procesal para que el juicio no quede suspendido indefinidamente. Por tanto, la caducidad no
supone sólo la inactividad procesal de practicar el emplazamiento, sino que se actualiza por
la inacción de la actora, quien puede evitarla si presenta una promoción tendente a impulsar
el procedimiento durante el plazo de 90 días hábiles establecido en la citada disposición
legal, en la que insista en que se realice el emplazamiento, proporcione la información
necesaria para que se libre el exhorto correspondiente para lograrlo, o bien, solicite la
devolución de este último, en su caso. Consecuentemente, la caducidad prevista en el
artículo 82 aludido, opera aun ante la omisión del Juez de emplazar a la demandada, al no
actualizarse la excepción prevista en el párrafo segundo de dicho precepto, que señala que
no procederá la caducidad cuando la continuación del procedimiento dependa de una
actuación judicial pendiente.”

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 4/2013. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales
Colegiados, ambos en Materia Civil del Sexto Circuito. 19 de abril de 2016. Unanimidad de
tres votos de los Magistrados Rosa María Temblador Vidrio, Raúl Armando Pallares
Valdez y Filiberto Méndez Gutiérrez. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Secretaria:
Alejandra Mora Sebada.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VI.1o.C.27 C (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.
PARA EVITAR QUE OPERE E IMPULSAR EL PROCEDIMIENTO EL INTERESADO
DEBE SOLICITAR AL JUEZ QUE ORDENE EL EMPLAZAMIENTO O GIRE OFICIO
A LA AUTORIDAD EXHORTADA PARA LLEVARLO A CABO (LEGISLACIÓN DEL
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ESTADO DE PUEBLA).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Sexto Circuito y publicada en la página 1243 del Libro XXI, Tomo 2, junio de 2013, del
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al
resolver los amparos directos 251/2012 y 374/2013.

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno
del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del
similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta
tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 4/2013, resuelta por el
Pleno en Materia Civil del Sexto Circuito.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA LA
DETERMINACIÓN JURISDICCIONAL DE INCOMPETENCIA CUANDO SE
SEÑALA LA AUTORIDAD A QUIEN SE CONSIDERA COMPETENTE PARA
ELLO Y SE ORDENA LA REMISIÓN DE LOS AUTOS. CORRESPONDE AL
JUEZ DE DISTRITO CON JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE SE
MATERIALIZA EL MANDATO.- En términos del artículo 37 de la Ley de Amparo, si
el acto reclamado requiere ejecución material, es competente para conocer del juicio el Juez
de Distrito con jurisdicción en donde dicho acto deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se
esté ejecutando o se haya ejecutado. En ese sentido, si en un juicio de amparo indirecto se
reclama la determinación de incompetencia efectuada por una autoridad jurisdiccional,
quien precisa la competente para ello y ordena la remisión de los autos, el competente para
conocer del juicio en su contra es el Juez de Distrito con jurisdicción en el lugar donde se
materialice, esto es, el del lugar en el cual reside la autoridad a cuyo favor fue declinada la
competencia. Lo anterior es así, porque no debe atenderse al lugar en el que se emitió la
determinación de mérito, ya que no puede considerarse como acto de ejecución del
mandamiento aludido, pues si bien legitima para promover el juicio de amparo, no puede
servir de base para fijar la competencia del Juez de Distrito que deba conocer de él, ya que
para ello, debe atenderse al lugar en que ha tenido o deba tener ejecución el acto
reclamado.”

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 3/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero
y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 26 de abril de
2016. Unanimidad de seis votos de los Magistrados José Gerardo Mendoza Gutiérrez,
Enrique Villanueva Chávez, Víctor Manuel Estrada Jungo, José de Jesús Quesada Sánchez,
Arturo Hernández Torres y Ariel Alberto Rojas Caballero. Ponente: José Gerardo Mendoza
Gutiérrez. Secretaria: Maura Sánchez Cerón.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo
Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 8/2015, y el diverso sustentado por el
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al
resolver el conflicto competencial 2/2015.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 20 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“EMPLAZAMIENTO INDEBIDO. LOS EFECTOS DE LA SENTENCIA QUE
CONCEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL SOLICITADA EN SU
CONTRA SON QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEJE INSUBSISTENTE
DICHA DILIGENCIA, ASÍ COMO TODO LO ACTUADO EN EL JUICIO DE
ORIGEN, Y RESUELVA CON PLENITUD DE JURISDICCIÓN LO QUE
CORRESPONDA RESPECTO A UN NUEVO EMPLAZAMIENTO.- Los efectos de
la sentencia que concede la protección constitucional contra el indebido emplazamiento a
juicio consisten en que la autoridad responsable deje insubsistente la diligencia relativa, así
como todo lo actuado en el juicio de origen, y resuelva con plenitud de jurisdicción lo que
corresponda, pero no implica que la notificación de la ejecutoria de amparo haga las veces
de un emplazamiento, ya que por su especificidad, ninguna actuación puede sustituirlo y,
por tanto, en su caso, éste debe realizarse de acuerdo a sus propias formalidades, en
relación con el procedimiento en que se verifique y las leyes aplicables, dada su
trascendencia para la constitución de la relación jurídico-procesal. Lo anterior concuerda
con los efectos restitutorios de la protección constitucional, consistentes en restablecer las
cosas al estado en que guardaban antes de la violación, como si ésta no hubiera existido,
pues si uno de los propios efectos sustituyera al mismo acto reclamado, sería en detrimento
de los fines restitutorios del juicio constitucional, establecidos en el artículo 77 de la Ley de
Amparo. Lo antes señalado no significa que el conocimiento -genérico- de que existe un
procedimiento contra el quejoso, no pueda tomarse en consideración en un juicio de amparo
posterior, para evitar que el juicio constitucional se utilice para retrasar o impedir la
continuación del juicio natural, sin justificación alguna, sobre la base de un nuevo
"indebido emplazamiento a ese propio procedimiento", y que, por tanto, el quejoso pueda
comparecer a solicitar nuevamente la protección constitucional, pues la Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 67/2013 (10a.), de título
y subtítulo: "PERSONA EXTRAÑA A JUICIO POR EQUIPARACIÓN. NO TIENE ESA
CALIDAD EL QUEJOSO QUE CONOCE DE MANERA COMPLETA Y EXACTA LA
EXISTENCIA DEL JUICIO AL QUE PRETENDE SER LLAMADO, AUNQUE NO
HAYA COMPARECIDO A AQUÉL (ALCANCE DE LA JURISPRUDENCIA 3a./J.
18/92).", determinó que si el demandado tiene conocimiento de la existencia del juicio
natural, pierde el carácter de persona extraña a juicio por equiparación, para lo cual, es
suficiente el conocimiento de dicho procedimiento, adquirido con motivo de la instauración
del juicio de amparo contra su indebido emplazamiento, en el que se le concedió la
protección constitucional.”

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 16/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Octavo
y Tercero, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 3 de mayo de 2016. Mayoría de
once votos de los Magistrados María del Carmen Aurora Arroyo Moreno, Jaime Aurelio
Serret Álvarez, Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo, Eliseo Puga Cervantes,
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Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti, Marco Polo Rosas Baqueiro, Martha Gabriela Sánchez
Alonso, Fortunata Florentina Silva Vásquez, Arturo Ramírez Sánchez, Alejandro Sánchez
López y Víctor Francisco Mota Cienfuegos, en cuanto a que se incorporara a la presente
contradicción de tesis el tema relativo a que si la parte demandada tiene conocimiento de la
existencia del juicio natural, con motivo de la promoción de un juicio de amparo en contra
del indebido emplazamiento, pierde el carácter de persona extraña a juicio por
equiparación. Disidentes: Adalberto Eduardo Herrera González, María del Refugio
González Tamayo y Fernando Rangel Ramírez. Mayoría de trece votos de los Magistrados
María del Carmen Aurora Arroyo Moreno, Jaime Aurelio Serret Álvarez, Ethel Lizette del
Carmen Rodríguez Arcovedo, Eliseo Puga Cervantes, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti,
Adalberto Eduardo Herrera González con salvedades, María del Refugio González Tamayo
con salvedades, Marco Polo Rosas Baqueiro, Martha Gabriela Sánchez Alonso, Fernando
Rangel Ramírez quien formuló voto concurrente, Fortunata Florentina Silva Vásquez,
Arturo Ramírez Sánchez y Alejandro Sánchez López, en cuanto al fondo del asunto.
Disidente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos quien formuló voto particular. Ponente:
Alejandro Sánchez López. Encargada del engrose: Fortunata Florentina Silva Vásquez.
Secretaria: Patricia Ávila Jasso.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al
resolver los amparos en revisión 34/2015 y 188/2015, y

Tesis I.3o.C.95 K (10a.), de título y subtítulo: "TERCERO EXTRAÑO EQUIPARADO.
EFECTOS DEL AMPARO. COMO EL QUEJOSO YA TIENE CONOCIMIENTO DE
LOS DATOS DEL JUICIO, NO SE DEBE ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL
PROCEDIMIENTO PARA QUE SE REALICE NUEVO EMPLAZAMIENTO, SINO
QUE A PARTIR DE QUE SE NOTIFICA PERSONALMENTE LA EJECUTORIA DE
AMPARO, CORRE EL PLAZO PREVISTO POR LA LEY QUE RIGE AL JUICIO,
PARA CONTESTAR LA DEMANDA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del
viernes 13 de noviembre de 2015 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de
la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo IV, noviembre de 2015, página 3658.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de
julio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO

“RECURSO DE QUEJA CONTRA EL AUTO QUE TIENE POR NO
PRESENTADA LA DEMANDA DE AMPARO POR NO HABERSE
DESAHOGADO UN REQUERIMIENTO PARA SU ACLARACIÓN. DEBE
DECLARARSE FUNDADO, SI DICHA SANCIÓN PROCESAL TIENE COMO
PRESUPUESTO UNA PREVENCIÓN INJUSTIFICADA, CONTRARIA AL
DERECHO HUMANO DE TUTELA JUDICIAL EFECTIVA.- El artículo 114 de la
Ley de Amparo establece que el órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente que
aclare su demanda, señalando con precisión en el auto relativo las deficiencias,
irregularidades u omisiones que deban corregirse, cuando: I. Hubiere alguna irregularidad
en el escrito de demanda; II. Se hubiere omitido alguno de los requisitos que establece el
artículo 108 de la ley de la materia; III. No se hubiere acompañado, en su caso, el
documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente; IV. No se hubiere
expresado con precisión el acto reclamado; y, V. No se hubieren exhibido las copias
necesarias de la demanda. En caso de que no se subsanen las irregularidades detectadas por
el juzgador dentro del plazo de cinco días, la sanción procesal que dicho numeral prevé es
que se tenga por no presentada la demanda. Por otra parte, la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, establece que el derecho humano a la tutela judicial efectiva,
en su vertiente de recurso efectivo, consagrado en los artículos 17 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, implica la obligación para los tribunales de resolver
los conflictos que se les plantean sin obstáculos o dilaciones innecesarias y evitando
formalismos o interpretaciones no razonables que impidan o dificulten el enjuiciamiento de
fondo y la auténtica tutela judicial, por lo que los órganos encargados de administrar
justicia, al interpretar los requisitos y las formalidades procesales legalmente previstos,
deben tener presente la ratio de la norma para evitar que los meros formalismos impidan un
enjuiciamiento de fondo del asunto. Bajo ese parámetro, si el Juez de Distrito requiere al
quejoso para que enmiende su escrito inicial, bajo apreciaciones injustificadas, solicitándole
que precise, entre otras cuestiones, el acto reclamado y la autoridad responsable, no
obstante que dichos datos eran claros desde un inicio, el recurso de queja que se interponga
contra el auto que tenga por no presentada la demanda por no haberse desahogado tal
requerimiento para su aclaración, debe declararse fundado, pues la sanción procesal que se
impugna tiene como presupuesto una prevención injustificada, de suyo, contraria al
mencionado derecho humano de tutela judicial efectiva que, como se dijo, pugna por evitar
formalismos e interpretaciones innecesarias y ociosas.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA
EN CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO.
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Queja 242/2015. 30 de diciembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando
Alberto Casasola Mendoza. Secretario: Fernando Emmanuelle Ortiz Sánchez.

Queja 245/2015. Juan Carlos Segura Vega. 30 de diciembre de 2015. Unanimidad de votos.
Ponente: Fernando Alberto Casasola Mendoza. Secretaria: Miriam Suárez Padilla.

Queja 261/2015. Ana Rosa Ruiz Aguilar. 3 de marzo de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Jorge Arturo Sánchez Jiménez. Secretario: Germán Velázquez Carrasco.

Queja 21/2016. 7 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Enrique
Sánchez Frías. Secretaria: Erika Yazmin Zárate Villa.

Queja 43/2016. 14 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Alberto
Casasola Mendoza. Secretario: Pablo Andrei Zamudio Díaz.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 263/2016,
pendiente de resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de
julio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.



30

“MEDIOS PREPARATORIOS A JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. CUANDO
SE PROPONEN MEDIANTE CONFESIÓN JUDICIAL, RESULTA
INTRASCENDENTE PARA SU PROCEDENCIA LA EXISTENCIA DE UN
CONTRATO COMO CAUSA DEL ADEUDO.- Conforme a los artículos 1162 y 1165
del Código de Comercio, el juicio ejecutivo mercantil puede prepararse por confesión
judicial o por reconocimiento de firma hecho ante el Juez. Para el primer supuesto -a través
de confesión judicial- deben cumplirse ciertas formalidades como la citación personal del
deudor para el día y hora señaladas por el Juez, para absolver las posiciones que se le
formulen y sean calificadas de legales; por lo que para efectos de su notificación, ésta
deberá contener el nombre y apellidos de quien promueve, el objeto de la diligencia, la
cantidad que se reclame y el origen del adeudo, además de correrle traslado con la solicitud
respectiva, cotejada y sellada; en tanto que la segunda hipótesis, tiene como exigencia que
el interesado exhiba un documento privado con una deuda líquida y de plazo cumplido, en
la cual el Juez debe ordenar al actuario o ejecutor que comparezca al domicilio del deudor y
lo requiera, para que bajo protesta de decir verdad haga reconocimiento de su firma, monto
del adeudo y causa de éste. Una diferencia entre ambos trámites se encuentra en que
tratándose del supuesto previsto en el invocado artículo 1162 no existe documento firmado
por el futuro demandado, mientras que sí lo hay en la hipótesis a que se refiere el
mencionado precepto 1165. De lo anterior, se concluye que para que resulten procedentes
las diligencias preparatorias para el efecto de recibir confesional judicial del deudor, es
intrascendente que como origen del adeudo se mencione la existencia de un contrato, en
virtud de que éste no será la base para accionar en la vía ejecutiva mercantil, sino la posible
confesión donde se pretende el reconocimiento del adeudo en cantidad cierta, líquida,
exigible y constituirá título ejecutivo.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO PRIMER
CIRCUITO.

Amparo en revisión 154/2015. Comisión Federal de Electricidad. 21 de enero de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Patricia Mújica López. Secretaria: Juana González Alcocer.

Amparo en revisión 157/2015. Comisión Federal de Electricidad. 21 de enero de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Patricia Mújica López. Secretaria: Juana González Alcocer.

Amparo en revisión 174/2015. Comisión Federal de Electricidad. 21 de enero de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Patricia Mújica López. Secretaria: Juana González Alcocer.

Amparo en revisión 158/2015. Comisión Federal de Electricidad. 21 de enero de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: José Ma. Alvaro Navarro. Secretaria: Alejandra Berenice
Tamayo Chacón.
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Amparo en revisión 195/2015. 4 de febrero de 2016. Unanimidad de votos. Ponente:
Patricia Mújica López. Secretaria: Juana González Alcocer.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“ACCIÓN. DEBE EJERCITARSE OBSERVANDO EL PRINCIPIO DE
CONCENTRACIÓN (ANÁLISIS SISTEMÁTICO Y TELEOLÓGICO DE LOS
ARTÍCULOS 70 Y 71 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS
CIVILES).- Si bien es cierto que el artículo 70 del Código Federal de Procedimientos
Civiles prevé la posibilidad de promover una demanda en la que se reclamen todas o
algunas de las cuestiones que puedan surgir para la decisión de una controversia, no menos
verídico resulta que dicho precepto de ninguna forma faculta a quien demande una parte de
esas pretensiones derivadas de un litigio, a que con posterioridad a la conclusión de dicho
proceso, y a su libre elección, pueda nuevamente demandar en un nuevo juicio, de la misma
persona y con base en la misma causa, el resto de las cuestiones que pudo y debió haber
reclamado en un primer momento, ya que si bien la disposición legal referida, no lo prohíbe
expresamente, lo cierto es que dicha prohibición deriva de la interpretación sistemática y
teleológica del señalado precepto, en relación con el artículo 71 del propio código,
conforme a la cual se obtiene que si al presentar una demanda, no se reclaman todas las
pretensiones que pudieron y debieron demandarse, derivadas de una misma controversia,
ello sólo permite que el accionante tenga la oportunidad de presentar una nueva demanda
ante el propio juzgador que conoce del juicio ya iniciado, para ampliar, por una sola
ocasión, las pretensiones que se desean exigir de la contraparte, antes de que en éste se
dicte sentencia definitiva irrevocable. Lo anterior, ya que las ideas fundamentales de la
exposición de motivos del proyecto del Código Federal de Procedimientos Civiles y, en
particular, de los preceptos legales en comento, se sigue que la finalidad perseguida por el
legislador fue dejar atrás la idea tradicional de la litis cerrada, para dar paso a la litis
abierta, y flexibilizar el proceso jurisdiccional, dando la posibilidad a las partes de ampliar
las pretensiones y oposiciones expuestas en un juicio ya iniciado, para evitar así la
multiplicidad de juicios, privilegiando los principios generales de certeza jurídica,
economía procesal y concentración jurisdiccional; los que, desde luego, tienen por objeto
que la situación jurídica de un gobernado, derivada de un conflicto judicial, fundada en una
misma causa, sólo sea modificada por un solo procedimiento, en el que se resuelvan todos
los puntos jurídicos que de ésta deriven, obteniendo el resultado más óptimo, en el menor
tiempo, con el mínimo esfuerzo y los menores costos; finalidad que no se lograría, de
estimarse, bajo una interpretación equivocada, que en términos de los numerales en
análisis, una persona puede iniciar cuantos juicios considere necesarios para reclamar todas
las prestaciones que se debieron exigir en un solo procedimiento, derivadas de una misma
causa, y contra una misma persona, con la única limitante de la prescripción de la acción,
situación que se estima jurídicamente inadmisible, por la incertidumbre jurídica que se
generaría en cualquier demandado, ante la posibilidad de que en el futuro se continuaran
instaurando juicios en su contra, por una misma causa, bajo el pretexto de que sólo se
demandó parte de todas las prestaciones a que se tenía derecho.”

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER
CIRCUITO.
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Amparo directo 4/2016. La Federación por conducto de la Secretaría del Medio Ambiente y
Recursos Naturales, a través de la Procuraduría General de la República, y ésta a su vez por
medio del Agente del Ministerio Público de la Federación, adscrito a la Dirección General
de Asuntos Jurídicos de dicha Procuraduría. 18 de marzo de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Jaime Aurelio Serret Álvarez. Secretario: Jorge Elías Alfaro Rescala.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“DOCUMENTOS EN EL JUICIO MERCANTIL. LA CARGA PROCESAL PARA
SOLICITAR LA EXPEDICIÓN DE LOS QUE CAREZCA EL DEMANDADO QUE
DEBA ACOMPAÑAR A SU CONTESTACIÓN, SÓLO OPERA CUANDO SE
ENCUENTREN EN PODER DE ORGANISMOS PÚBLICOS Y NO DE
PARTICULARES.- La interpretación teleológica del artículo 1061, fracción III, del
Código de Comercio, lleva a considerar que al primer escrito se acompañará el documento
o documentos en que el actor funde su acción y aquellos en que el demandado funde sus
excepciones; que si se trata del actor y carece de algún documento, deberá acreditar en la
demanda haber solicitado su expedición con la copia simple sellada por el archivo,
protocolo, dependencia o lugar en que se encuentren los originales, para que a su costa, se
le expida certificación de ellos y que si se trata del demandado deberá acreditar la solicitud
de expedición del documento que carezca, para lo cual la copia simple sellada por el
archivo, protocolo o dependencia, deberá exhibirla con la contestación o dentro de los tres
días siguientes al del vencimiento del término para contestar la demanda. De la misma
forma, establece que se entiende que las partes tienen a su disposición los documentos,
siempre y cuando puedan pedir copia autorizada de los originales y exista obligación de
expedírselos; y, si no los tuvieren a su disposición o no pudieren presentarlos por cualquier
otra causa, expresarán al Juez, bajo protesta de decir verdad, el motivo por el que no
pueden presentarlos; y, en vista de esta manifestación, éste ordenará al responsable de la
expedición del documento se expida a costa del interesado. Asimismo, la carga procesal
para solicitar la expedición de un documento del que carezca el demandado que deba
acompañar a su contestación, sólo opera cuando se encuentre en poder de organismos
públicos y no de particulares. Así se colige de dicho numeral, porque se refiere a archivos,
protocolos, dependencias o lugares en que, a costa del solicitante, se le pueda expedir
certificación de documentos; y, que en caso de que no se tengan a disposición se declarará
ante el Juez, bajo protesta de decir verdad, el motivo por el que no puede presentarlos, a
efecto de que ordene al responsable expedir el documento, y lo haga a costa del interesado,
lo que indica el carácter público del archivo a donde serían requeridos por el Juez, dado que
normalmente su expedición genera el cobro de derechos o algún otro concepto análogo.”

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 265/2016. Axa Seguros, S.A. de C.V. 26 de mayo de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: Gonzalo Hernández Cervantes. Secretario: Salvador Pahua Ramos.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.


